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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El Procurador , en representación de 

 presentó  demanda  contra  la  entidad  “ORANGE  ESPAGNE,  S.A.U.

(JAZZTEL)”.  Se  relata  que  la  demandante  contrató  con  la  entidad  “Jazztel”,  marca

registrada por la demandada, un paquete de servicios en septiembre de 2018. La fecha

de instalación se demoró, por lo que la actora desistió del paquete contratado en menos

de 15 días, tal y como se le había comunicado en la contratación. Sin embargo, lejos de

atender su desistimiento, la demandada activó las líneas por unos días. Posteriormente

a darse de baja, la demandada emitió  la factura de 20 de octubre de 2018,  por un

periodo de facturación comprendido entre 15 de septiembre y 14 de octubre de 2019, en

la que se aprecia que el periodo de permanencia fue de 2 días. Existe un cargo en esa

factura de 253,59 euros, por gastos por baja anticipada del servicio. La actora se puso

en contacto  con la  demandada, y ésta  respondió  que la  demandante ya había  sido

informada  de  que  si  cancelaba  el  servicio  se  le  facturaría  este  cargo  por  gastos

administrativos y de instalación. Pasado un tiempo, la demandada recibió carta donde
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acreditado.  La  actora  parte  de una  mera  especulación o  conjetura,  relativa  al  daño

causado por la inclusión de sus datos en el fichero de moroso. La anotación de una

deuda en un registro de solvencia patrimonial no es una práctica ilegal.

Tras  exponer  los  fundamentos  de  derecho  considerados  aplicables,  se  solicitaba

sentencia por la que se desestimase la demanda, con imposición de costas a la actora.

CUARTO.- Por  el  MINISTERIO  FISCAL  se  presentó  escrito  de  contestación  a  la

demanda  en  el  que,  tras  exponer  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  se

entendieron  de  aplicación,  se  interesaba  de  este  juzgado  que  se  diese  curso  al

procedimiento teniendo por personada a esta parte, a fin de dictar resolución fundada en

derecho.

QUINTO.- Se celebró audiencia previa en fecha 2 de diciembre de 2020 a presencia de

las partes con sus procuradores y letrados, así como del MINISTERIO FISCAL. No se

llegó a avenencia entre los interesados. Se realizaron las alegaciones complementarias

que se entendieron oportunas. Se concedió la posibilidad de efectuar manifestaciones

sobre los documentos aportados de contrario y se fijaron los hechos objeto de debate.

Finalmente, se abrió el trámite de proposición y admisión de prueba.

SEXTO.- El juicio se celebró en fecha 19 de mayo de 2021, a presencia de las partes

con sus procuradores y letrados, así como del MINISTERIO FISCAL. Se practicaron las

pruebas  declaradas  pertinentes  en  la  audiencia  previa,  en  concreto  documental,

testifical de persona jurídica e interrogatorio de parte. Tras el trámite de resumen de

pruebas y conclusiones, quedaron los autos pendientes de resolución.

SÉPTIMO.-  En  la  tramitación  de  este  procedimiento  se  han  observado  todas  las

prescripciones  legales,  salvo  el  plazo  previsto  para  dictar  sentencia,  debido  a  la

acumulación de asuntos existente en este juzgado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Se ejercita por  una acción de reclamación

por vulneración del derecho a la propia imagen, en los términos de la Ley Orgánica

1/1982, de 5 de mayo, sobre Protección del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y
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Familiar y a la Propia Imagen (en adelante, LOPDH).

La cuestión controvertida en este proceso se centra en la actuación llevada a cabo por

la demandada, consistente en ceder los datos de la actora para la publicación de los

mismos en los ficheros de morosos de la entidad “ASNEF-EQUIFAX”. La demandante

afirma que la inclusión de sus datos en esos ficheros es inadecuada, ya que no existía

la deuda que se reclamaba por “ORANGE ESPAGNE, S.A.U. (JAZZTEL)”.  Se afirma

que esa  publicación supone una intromisión ilegítima contra  el  derecho  al  honor,  al

contener datos que no se ajustan a la verdad, y ha causado un daño moral relevante. Es

por ello que, además de una resolución de contenido declarativo, se solicita de este

juzgado  que  la  demandada resulte  condenada  a  realizar  los  actos  necesarios  para

eliminar  los  datos  de  la  actora  en  el  registro  de  morosos  “ASNEF-EQUIFAX”.  Y,

asimismo,  se  solicita  una  condena  a  indemnizar  con  una  cantidad  adecuada  para

resarcir a la  del perjuicio causado, que se fija en un total de 12.000 euros,

por daño moral.

SEGUNDO.- La intromisión ilegítima se halla definida en el artículo 7.7 LOPDH. Será

intromisión ilegítima la imputación de hechos o la manifestación de juicios de valor a

través de acciones o expresiones que de cualquier modo lesionen la dignidad de otra

persona, menoscabando su fama o atentando contra su propia estimación. El honor, en

este sentido, se configura como la dignidad personal reflejada en la consideración de los

demás y en el sentimiento de la propia persona (STS de 4 de noviembre de 1986). De

ello se derivan dos aspectos: el aspecto interno o inmanencia, como sentimiento de la

propia  dignidad,  de  carácter  subjetivo;  y  el  aspecto  externo  o  trascendencia,  como

sentimiento de los demás a la propia persona, de carácter objetivo (SSTS de 23 de

marzo de 1987, 22 de julio de 2008, 17 de febrero de 2009, 1 de junio de 2010, etc.).

Pues  bien,  como  se  señala  en  la  STS de  29 de  abril  de  2009  (siguiendo  la  línea

marcada por otras Sentencias anteriores, como la de 5 de julio de 2004), la inclusión

errónea  de  una  persona  en  un  “registro  de  morosos”,  sin  que  concurra  veracidad,

constituye una intromisión ilegítima en el derecho al honor en los términos de la LOPDH,

por cuanto es una imputación, la de ser moroso, que lesiona la dignidad de la persona,

menoscaba su fama y atenta contra su propia estimación. La inclusión de los datos de

clientes  en  ese  tipo  de registros  es  “una  práctica  bancaria  que  exige  una  correcta

utilización,  por  lo  que  ha  de  rechazarse  cuando  se  presenta  abusiva  y  arbitraria”.
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Cuando  esa  inclusión  es  indebida,  por  deuda  inexistente,  ello  supone  un

desmerecimiento y descrédito en la consideración ajena (art. 7.7 LOPDH), sobre todo si

se trata de una persona no comerciante. Ello es así por cuanto “esta clase de registros

suele  incluir  a  personas  valoradas  socialmente  en  forma negativa,  o  al  menos  con

recelos y reparos, sobre todo cuando se trata de llevar a cabo relaciones contractuales

con  las  mismas”.  Para  poder  determinar  si  ha  existido  o  no  intromisión,  es

intrascendente que el registro haya sido consultado o no por terceras personas, ya que

basta la posibilidad de conocimiento por un público, sea o no restringido, y que esa falsa

morosidad haya salido de la esfera interna del conocimiento de los supuestos acreedor y

deudor  para  pasar  a  ser  de  una  proyección  pública.  Si,  además,  ese  registro  es

conocido por terceros, y ello provoca consecuencias económicas (como la negación de

un préstamo hipotecario), o un grave perjuicio a un comerciante (como el rechazo de

una línea de crédito, por ejemplo), tal afectación sería indemnizable, además del daño

moral que supone la intromisión en el derecho al honor y que impone el art. 9.3 LOPDH.

TERCERO.- A la vista del conjunto de la prueba practicada, deberá apreciarse en este

procedimiento la existencia de una intromisión ilegítima en el derecho al honor de la

demandante .  Como señala la STS de 6 de marzo de

2013, la conducta de quien maneja los datos de una persona en un registro de morosos

debe ser de la máxima diligencia para evitar posibles errores. Por ello, la información

publicada o divulgada debe ser veraz, pues de no serlo debe reputarse contraria a la ley

y, como acto ilícito, susceptible de causar daños a la persona a la que se refiere. Para el

Alto  Tribunal,  la  veracidad  en  la  información  es  el  parámetro  que  condiciona  la

existencia o no de intromisión ilegítima en el derecho al honor.

Ello supone el deber especial del informador de comprobar la autenticidad de los hechos

que expone, mediante las oportunas averiguaciones, empleando la diligencia que, en

función de las circunstancias de lo informado, medio utilizado y propósito pretendido,

resulte exigible al informador. En ese sentido, el art. 4 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5

de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales,

establece como exigencia, para la recogida y tratamiento de los datos, que los mismos

sean exactos y, si fuere necesario, actualizados, conforme al art. 5.1 del Reglamento

(UE) 2016/679.

En concreto, el art. 20.1 de dicho texto legal establece, para el tratamiento de datos
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personales relativos a la solvencia económica, lo siguiente:

“1. Salvo prueba en contrario,  se presumirá lícito el tratamiento de datos personales

relativos  al  incumplimiento  de  obligaciones  dinerarias,  financieras  o  de  crédito  por

sistemas  comunes  de  información  crediticia  cuando  se  cumplan  los  siguientes

requisitos:

a) Que los datos hayan sido facilitados por el acreedor o por quien actúe por su cuenta

o interés.

b) Que los datos se refieran a deudas ciertas, vencidas y exigibles, cuya existencia o

cuantía no hubiese sido objeto de reclamación administrativa o judicial por el deudor o

mediante un procedimiento alternativo de resolución de disputas vinculante entre las

partes.

c) Que el  acreedor haya informado al  afectado en el  contrato o en el  momento de

requerir el pago acerca de la posibilidad de inclusión en dichos sistemas, con indicación

de aquéllos en los que participe.

La entidad que mantenga el  sistema de información crediticia  con datos relativos al

incumplimiento de obligaciones dinerarias, financieras o de crédito deberá notificar al

afectado la inclusión de tales datos y le informará sobre la posibilidad de ejercitar los

derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679 dentro de

los  treinta  días  siguientes  a  la  notificación  de  la  deuda  al  sistema,  permaneciendo

bloqueados los datos durante ese plazo.

d) Que  los  datos  únicamente  se  mantengan  en  el  sistema  mientras  persista  el

incumplimiento, con el límite máximo de cinco años desde la fecha de vencimiento de la

obligación dineraria, financiera o de crédito.

e) Que los datos referidos a un deudor determinado solamente puedan ser consultados

cuando quien consulte el sistema mantuviese una relación contractual con el afectado

que  implique  el  abono  de  una  cuantía  pecuniaria  o  este  le  hubiera  solicitado  la

celebración  de  un  contrato  que  suponga  financiación,  pago  aplazado  o  facturación

periódica,  como sucede,  entre otros supuestos, en los previstos en la legislación de

contratos de crédito al consumo y de contratos de crédito inmobiliario.

Cuando se hubiera ejercitado ante el sistema el derecho a la limitación del tratamiento

de los datos impugnando su exactitud conforme a lo previsto en el artículo 18.1.a) del

Reglamento (UE) 2016/679, el sistema informará a quienes pudieran consultarlo con

arreglo  al  párrafo  anterior  acerca  de  la  mera  existencia  de  dicha  circunstancia,  sin

facilitar los datos concretos respecto de los que se hubiera ejercitado el derecho, en
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tanto se resuelve sobre la solicitud del afectado.

f) Que, en el caso de que se denegase la solicitud de celebración del contrato, o éste no

llegara  a  celebrarse,  como  consecuencia  de  la  consulta  efectuada,  quien  haya

consultado el sistema informe al afectado del resultado de dicha consulta”.

En suma, como señala el  Tribunal Supremo, la normativa sobre protección de datos

descansa en los principios de prudencia, ponderación y, sobre todo, de veracidad, de

modo que los datos objeto de tratamiento  deben ser  auténticos,  exactos,  veraces y

deben estar siempre actualizados, y por ello el interesado tiene derecho a ser informado

de los mismos y a obtener la oportuna rectificación o cancelación en caso de error o

inexactitud. Y,  en cuanto a las obligaciones dinerarias se refiere,  la deuda debe ser,

además de  vencida  y  exigible,  cierta,  es  decir,  inequívoca  e  indudable.  No  cabe la

inclusión de deudas inciertas,  dudosas,  no pacíficas o sometidas a litigios, bastando

para ello que aparezca un principio de prueba documental que contradiga su existencia

o certeza.

En concreto, como también señala el Tribunal Supremo, la inclusión en los registros de

morosos no puede ser utilizada por las grandes empresas para buscar obtener el cobro

de  las  cantidades  que  estiman pertinentes,  amparándose  en  el  temor  al  descrédito

personal y menoscabo del prestigio profesional, y a la denegación del acceso al sistema

crediticio que supone aparecer en un registro de morosos. No cabe utilizar esta vía para

evitar  los  gastos  y  la  dilación  que  supondría  la  iniciación  del  correspondiente

procedimiento judicial.

Así cabe sintetizar la doctrina asentada por la Sala Primera del Tribunal Supremo del

siguiente modo: 1.-) resulta improcedente incluir en los registros de morosos los datos

personales relativos a supuestos deudores por créditos dudosos;  2.-)  el  principio de

calidad de datos no se limita a exigir  la  veracidad de la  duda,  sino que es preciso

determinar la pertinencia de los datos de solvencia, conforme a la verdadera finalidad y

objetivo de los ficheros de morosos o de solvencia patrimonial; y 3.-) la inclusión en los

registros de morosos no puede constituir  una presión ilegítima para que los clientes

paguen deudas controvertidas (Sentencias nº nº 740/2015, de 22 de diciembre de 2015,

174/2018, de 23 de marzo de 2018, 562/2020, de 27 de octubre de 2020, etc.).

CUARTO.- Pues  bien,  la  aplicación  de  esta  doctrina  al  presente  caso  conduce  a
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apreciar  la  existencia  de  intromisión  ilegítima.  Al  examinar  la  deuda  reclamada  por

“ORANGE  ESPAGNE  (JAZZTEL)”  que  determinó  la  inclusión  de  los  datos  de  la

demandante en el registro de morosos “ASNEF-EQUIFAX”, se aprecia que la misma no

supera el requisito de veracidad exigido por la Jurisprudencia

En la propia demanda se reconoce que la demandada emitió factura rectificativa de

-69,95 euros, dejando sin efecto la cantidad que inicialmente se reclamaba a la 

 en concepto de no devolución de los equipos. Por ello, la controversia entre las

partes, y la deuda que según la demandada justificaría la inclusión de los datos de la

actora en un registro de morosos, sería la que se plasma en la factura de 20 de octubre

de 2018, por importe de 272,35 euros, IVA incluido (doc. nº 2 de los acompañados a la

demanda). Esa factura queda desglosada en 15,5064 euros, más IVA, correspondientes

a internet y línea de teléfono Jazztel con servicio de televisión, más gastos de tarifa de

teléfono  móvil,  durante  los  pocos  días  en  que  la  demandada  consideró  vigente  el

contrato (hasta el 21 de septiembre de 2019), y 253,59 euros, por resto de conceptos

asociados a la línea, y que corresponderían a “Gastos activación por baja anticipada del

servicio”.

Es llamativo que, en prueba de interrogatorio practicada durante el juicio, la apoderada

de la demandada, , no haya cuestionado el hecho de que la actora

solicitó  la  extinción  del  contrato  entre  las  partes,  y  tampoco  que  esa  voluntad  se

manifestó dentro del plazo otorgado para el desistimiento del contrato, en los términos

de la normativa sobre consumidores y usuarios. Lo que se ha venido a decir por la

representante  de  la  demandada,  por  tanto,  es  que  el  importe  principal  de  los  que

conforman la factura controvertida, y que corresponde a esos “Gastos activación por

baja anticipada del servicio”, no corresponden al precio de ningún servicio, ni tampoco a

una  penalización  por  baja  anticipada,  sino  al  resarcimiento  de  los  gastos  en  que

“ORANGE” tuvo que incurrir para la activación de la línea, y que fueron cargados a la

 para  garantizar la  indemnidad de la  demandada, una vez que la  actora

ejerció su derecho al desistimiento.

Pues bien, a la vista de la documentación aportada, y atendiendo al contenido de esas

manifestaciones,  cabe  cuando  menos  aceptar  la  existencia  de  una  duda  razonable

sobre si dicha duda podía ser exigible a la . A criterio de este juzgador, no se

han aportado indicios sólidos por la demandada respecto de la realidad de una deuda a
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cargo de la demandante, en los términos en que fue facturada. Incluso en el caso de

que en las condiciones generales del contrato se advirtiese a la actora de que en caso

de desistimiento  contractual  podrían cargarse  sobre  el  cliente  las cantidades que la

demandada hubiese tenido que asumir como gastos de la activación del servicio, no

cabe exigir  del  cliente  que formula  el  desistimiento  una admisión incondicionada de

cualquier cantidad que la compañía le desee facturar. En este sentido, y puesto que es

la  demandada  quien  pretende  efectuar  este  cargo,  y  ante  la  clara  muestra  de

disconformidad de la  ,  habría  sido necesario  que la  demandada hubiese

aportado  justificación  sobre  el  perjuicio  que  el  desistimiento  del  contrato  le  hubiese

podido ocasionar y, en especial, los gastos que ello le hubiese generado. Pues bien, ni

en un momento preprocesal, ni durante la fase probatoria de este juicio, la demandada

ha explicado de dónde resulta la cantidad reclamada de 253,59 euros,  más allá de

aquella remisión genérica al contrato y a la obligación de la cliente de responder por los

“gastos de activación”  que se hubiesen podido originar,  pero  que no consta  que en

realidad se hayan originado.

Debe indicarse que la única copia del contrato que se ha presentado es la aportada

como doc. nº 9 de los acompañados a la demanda y doc. nº 4 de la contestación. Según

la , en esa copia no figuraría ese derecho de la compañía operadora a

facturar aquellos gastos de activación, ya que en el contrato aportado sólo figuran las

condiciones relativas a los servicios móviles de “Jazztel”. El derecho de “ORANGE” a

facturar estos gastos aparecería, según se indicó en la declaración, en las condiciones

relativas a los servicios fijos, que son los que pueden obligar a un desplazamiento de un

técnico  al  domicilio  del  usuario.  Pues bien,  según  se dijo  por la  ,  esas

cláusulas estarían en la grabación correspondiente al momento de la contratación, y tal

grabación no consta aportada en este proceso.

En ese sentido, existe una patente insuficiencia documental a la hora de justificar la

supuesta  veracidad  de  la  deuda  reclamada  por  “ORANGE  ESPAGNE,  S.A.U.”.  La

posición mantenida en este  juicio por la  parte demandada vendría  a suponer,  en la

práctica, la pretensión de que le fuese reconocido un derecho a hacer recaer sobre el

cliente cualquier cantidad en concepto de “gastos de activación”, cuantificado de manera

unilateral y sin justificación alguna, hasta el punto de vaciar de contenido y efectividad el

derecho legal al desistimiento que asistiría a la cliente como consumidora.
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No se ha cuestionado que, cuando la demandada decidió notificar la deuda a la entidad

gestora  del  registro  de  morosos,  la  demandante  ya  le  había  trasladado  su

disconformidad  con  la  deuda  que  se  le  estaba  reclamando.  Ante  ello,  la  parte

demandada no podía obviar esa reclamación y promover la inclusión de los datos de la

 en  el  registro  de  morosos,  amparándose  para  ello  únicamente  en  la

supuesta cláusula contractual que la facultaría para reclamar de la cliente los gastos de

activación de las líneas.

En definitiva, en este proceso no existe base suficiente para afirmar que la deuda que se

reclamaba por “ORANGE ESPAGNE (JAZZTEL)”,  y que motivó la publicación de los

datos de la actora en los registros de “ASNEF-EQUIFAX”, sea inequívoca e indiscutida.

Por ello, desde el  punto de vista de la protección del derecho fundamental al honor,

cabe  decir  que  en  este  caso  la  entidad  demandada  no  actuó  con  la  prudencia  y

proporcionalidad que este tipo de actuaciones requiere. Como señalan las SSTS de 21

de mayo y 19 de noviembre de 2014, uno de los ejes fundamentales de la regulación del

tratamiento automatizado de datos personales es el que ha venido a llamarse “principio

de  calidad  de  los  datos”.  Los  datos  deben  ser  exactos,  adecuados,  pertinentes  y

proporcionados a los fines para los que han sido recogidos y tratados.

Por ello, cabe afirmar la existencia de una vulneración en los derechos al honor de la

demandante, ante la patente falta de prueba sobre la deuda reclamada.

QUINTO.- Lo que se ha dicho hasta ahora ha de entenderse suficiente para apreciar la

existencia  de  intromisión  ilegítima  al  derecho  fundamental.  No  obstante,  y  a  mayor

abundamiento,  cabe  apreciar  también  la  circunstancia  de  no  haberse  acreditado

debidamente  la  existencia  de  un  requerimiento  previo  dirigido  a  la  demandante,  de

manera fehaciente,  mediante el  cual fuese apercibida y advertida de que sus datos

serían incluidos en los registros de morosos.

Tal y como señala la STS nº 672/2020, de 11 de diciembre de 2020 (que a su vez cita

las  SSTS  nº  740/2015,  de  22  de  diciembre,  nº  129/2020,  de  27  de  febrero,  y  nº

563/2020,  de 23 de octubre),  el  art.  38.1.c)  del  Real  Decreto  1720/2007,  de 21 de

diciembre, de Protección de Datos (hoy, art. 20.1.c de la Ley Orgánica 3/2018), debe

interpretarse en el  sentido de que el  mero envío del requerimiento de pago, por vía

postal, no acredita la recepción del mismo, incluso aunque la entidad gestora de dichos
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envíos certifique que los mismos no han sido devueltos a su remitente. Por tanto, no se

puede entender efectuado el preceptivo requerimiento de pago, previo a la inclusión en

el fichero de morosos. El requerimiento de pago no es un mero requisito "formal", de

modo que su  incumplimiento  solo  pueda dar  lugar  a  una sanción administrativa.  El

requerimiento de pago previo responde a la finalidad del fichero automatizado sobre

incumplimiento de obligaciones dinerarias,  que no es simplemente  un registro  sobre

deudas,  sino  sobre  personas  que  incumplen  sus  obligaciones  de  pago  porque  no

pueden afrontarlas o porque no quieren hacerlo de modo injustificado. Con la práctica

de este requerimiento, se impide que sean incluidas en estos registros personas que,

por un simple descuido, por un error bancario al que son ajenas, o por cualquier otra

circunstancia  de  similar  naturaleza,  han  dejado  de  hacer  frente  a  una  obligación

dineraria vencida y exigible, sin que ese dato sea pertinente para enjuiciar su solvencia.

Además,  les  permite  ejercitar  sus  derechos  de  acceso,  rectificación,  oposición  y

cancelación.

Es  por  ello  que,  no  constando  garantía  de  recepción  de  la  reclamación  por  el

destinatario, no puede entenderse que el requerimiento se haya realizado de manera

correcta, a los efectos de cesión de datos personales para su inclusión en ficheros de

morosidad. Por tanto, la acción ejercitada en este juicio por la demandante también ha

de prosperar por este motivo.

SEXTO.- Eso sí, en cuanto a la cuantía de la indemnización que debe ser abonada a la

,  la  petición  ha  de  ser  estimada  sólo  parcialmente.  El  art.  9.3  LOPDH

establece:  “La  existencia  de  perjuicio  se  presumirá  siempre  que  se  acredite  la

intromisión ilegítima.  La indemnización se extenderá al  daño moral,  que se valorará

atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión efectivamente

producida,  para lo que se tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o audiencia del

medio a través del que se haya producido. También se valorará el beneficio que haya

obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la misma”.

Como destacan las SSTS de 24 de abril de 2009 y 9 de abril de 2012, basta la inclusión

indebida en el fichero de morosos para que se produzca la intromisión ilegítima. Por otra

parte, deberá ponderase el tiempo que figuraron los datos en el fichero y si el mismo fue

consultado o no por las entidades asociadas.
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En este caso, se ha acreditado por la entidad “EQUIFAX” que la demandante figuró en

el fichero de morosos desde el día 14 de diciembre de 2018 hasta el 12 de marzo de

2020, y desde el día 20 de marzo de 2020 hasta la actualidad. Durante ese periodo, sólo

consta que los datos de la demandante hayan sido consultados en una ocasión. No se

ha aportado documentación, ni ninguna otra prueba, relativa a operaciones financieras o

de crédito que se hayan podido ver frustradas o alteradas por la inclusión de la 

 en aquel fichero de morosidad.

Por tanto, y atendiendo a los criterios expuestos en el art. 9.3 LOPDH, resultaría que la

divulgación de los datos publicados en el fichero, relativos a la demandante, ha sido

mínima. Tampoco consta que ningún modo que la publicidad de esos datos haya podido

provocar  una  zozobra  específica  al  buen  nombre  o  estimación  de  la  .

Tampoco se ha probado un especial quebranto o angustia producida por el proceso en

la persona de la actora, más allá de la información que ella misma ha vertido en juicio, y

que no se ha visto probada de ningún modo.

Como señalaba la STS de 19 de octubre de 2000, la valoración de los daños morales a

efectos  de  determinar  la  cuantía  de  su  indemnización  no  puede  obtenerse  de  una

prueba  objetiva,  pero  no  por  ello  se  ata  a  los  tribunales  de  justicia  e  imposibilita

legalmente para fijar su indemnización, a cuyo efecto ha de tener en cuenta y ponderar

las circunstancias concurrentes en cada caso. Y, en esta labor puramente estimativa, la

imposición  de  una  indemnización  de  12.000  euros,  sin  una  prueba  concreta  de

menoscabo psíquico sufrido por la actora, obliga necesariamente a ser restrictivo a la

hora de apreciar ese daño moral. Además, cabe tener en cuenta los criterios estimativos

que viene utilizando el Tribunal Supremo para casos similares. En supuestos en donde

se ha producido una indebida publicación de datos del perjudicado en un registro de

morosos, sin una prueba precisa sobre lesión o menoscabo psíquico o psicológico, la

indemnización por daño moral rara vez supera los 6.000 euros (a título de ejemplo, STS

de 22 de enero de 2014), e incluso a veces es inferior. Es más, en la STS nº 130/2020,

de 27 de febrero de 2020, tras analizar los criterios a la hora de fijar la indemnización

procedente por daño moral en supuestos de este tipo, incluyendo la necesidad de que la

misma no sea simbólica y tenga efectivamente un efecto disuasorio para la compañía

infractora, termina considerando procedente una indemnización de 2.000 euros.

Es por ello que, atendiendo al conjunto de circunstancias concurrentes, se considera
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ajustada  en  este  caso  la  cantidad  de  6.000  euros,  propuesta  por  el  MINISTERIO

FISCAL durante el trámite de conclusiones llevado a cabo en este juicio como importe

máximo a reconocer a favor de la .

SÉPTIMO.- Se condena a la parte demandada al pago de intereses debido a la mora en

la que ha incurrido, conforme a los arts. 1100, 1101 y 1108 CC. Conforme a lo indicado

en tales preceptos,  y  atendiendo a lo  solicitado en el  Suplico de la  demanda, tales

intereses deberán computarse desde la interpelación judicial,  hasta la fecha de esta

sentencia. Desde la fecha de esta resolución hasta el completo pago se aplicarán los

intereses previstos en el art. 576 LEC.

OCTAVO.-  La estimación parcial de la demanda conllevará que cada parte abone las

costas causadas a su instancia y las comunes por mitad (art. 394 LEC).

Vistos los preceptos citados y los demás de pertinente aplicación

FALLO

Estimando parcialmente la demanda interpuesta por el Procurador ,

en  representación  de  ,  presentó  demanda  contra  la

entidad  “ORANGE  ESPAGNE,  S.A.U.  (JAZZTEL)”,  DECLARO  la  existencia  de  una

intromisión ilegítima en el derecho al honor de la demandante, provocada por la entidad

demandada.

CONDENO a  la  entidad  “ORANGE  ESPAGNE,  S.A.U.  (JAZZTEL)”  a  realizar  las

gestiones necesarias para dar de baja a la demandante respecto de cualquier registro

de morosos en que pudiera haberA incluido.

CONDENO a la entidad “ORANGE ESPAGNE, S.A.U. (JAZZTEL)” a abonar a la actora

la cantidad de  seis mil euros (6.000,00 €).  Se aplicarán los intereses moratorios del

artículo 1108 del Código Civil  (interés legal del dinero), que se devengarán desde la

interpelación  judicial,  hasta  la  fecha  de  esta  resolución.  Desde  la  fecha  de  esta

sentencia y hasta el completo pago se aplicarán los intereses del artículo 576 de la Ley

de Enjuiciamiento Civil (interés legal del dinero, incrementado en dos puntos).
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cuyos datos de contacto constan en el encabezamiento del documento.

Todo ello conforme a lo previsto en el Reglamento EU 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, en

la Ley Orgánica 3/2018, de 6 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos

digitales y en el Capítulo I Bis, del Título III del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder

Judicial.

INFORMACIÓN PARA LOS USUARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA:

En  aplicación  de  la  Orden  JUS/394/2020,  dictada  con  motivo  de  la  situación
sobrevenida con motivo del COVID-19:

- La atención al público en cualquier sede judicial o de la fiscalía se realizará por vía
telefónica o a través del correo electrónico habilitado a tal efecto, arriba detallados, en
todo caso cumpliendo lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

- Para aquellos casos en los que resulte imprescindible acudir a la sede judicial o de la
fiscalía, será necesario obtener previamente la correspondiente cita.

- Los usuarios que accedan al edificio judicial con cita previa, deberán disponer y usar
mascarillas propias y utilizar el gel desinfectante en las manos.




